
AL   JUZGADO   DE   PRIMERA   INSTANCIA   DE   MADRID   QUE   POR   TURNO 
CORRESPONDA 

 

DOÑA AMAYA MARIA RODRIGUEZ GOMEZ DE VELASCO, Procuradora de los          
Tribunales de Madrid con número de colegiada 2.300, en nombre y representación de DON              
MIGUEL ÁNGEL GALLARDO ORTIZ, habiendo sido designada para ello por el Turno de             
Oficio, bajo la dirección técnica del letrado colegiado 60.908 en el ICAM DON JOSÉ              
MANUEL LÓPEZ IGLESIAS, ante el Juzgado comparezco y como mejor proceda en derecho             
DIGO: 

Que mediante el presente escrito formulo DEMANDA DE JUICIO ORDINARIO          
contra DON JUAN ENRIQUE DE FRUTOS ARRIBAS, con domicilio en la Calle Quintana 22              
(28008) Madrid, (lugar donde se deberá notificar la presente demanda), solicitando declaración            
judicial delimitando los honorarios que el letrado demandado tiene derecho a cobrar para su              
actuación en el pleito de que éste trae causa, poniendo de manifiesto haber agotado por los                
trámites legales pertinentes todas las posibilidades primero de entendimiento privado y después            
de   recursos   judiciales   contra   el   abuso   del   privilegio   de   la   Jura   de   Cuentas   del   abogado   de   oficio. 

Igualmente se procede a solicitar la adopción de la  MEDIDA CAUTELAR de            
suspensión de la ejecución del Decreto 185/2015 de 31 de marzo de 2015 del Juzgado de                
Primera Instancia Nº 41 de Madrid dictado en el Procedimiento de Jura de Cuentas 1480/2012               
por   resultar   crecientemente   injusta   y   lesiva   para   esta   parte   una   ejecución   sobre   cosa   no   juzgada. 

Y   todo   ello   sobre   la   base   de   los   siguientes  

 

HECHOS 
 

PRIMERO.- PROCEDIMIENTO ORDINARIO 1877/2008 ANTE EL JUZGADO       
PRIMERA   INSTANCIA   Nº   41   DE   MADRID. 

La UNIVERSIDAD POLITÉCNICA DE MADRID (en adelante UPM), junto con otras           
dos personas (ambos funcionarios públicos), interpusieron contra mi representado DON          
MIGUEL GALLARDO, contra la mercantil CITA S.L., y contra la asociación APEMIT (nótese             
que fueron 3 los demandados porque el número 3, como factor o divisor es muy importante en                 
este asunto) demanda contra el honor, reclamando la cantidad de 300.000 €, iniciando dicha              
demanda el Procedimiento Ordinario 1877/2008, del que por turno de reparto conoció el             
Juzgado de Primera Instancia Nº 41 de Madrid cuyas actuaciones aquí deben ser la principal               
prueba documental (aunque no tenemos copia completa de ellas pese a haberla pedido             
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reiteradamente y queremos dejar constancia de ello),  DOCUMENTO Nº 1 que consta tanto en              
el   Juzgado   como   en   la   Audiencia   Provincial,   que   lo   ha   ignorado   por   completo.  

Para la defensa de sus intereses en dicho procedimiento mi representado solicitó el             
Beneficio de la Justicia Gratuita, el cual le fue concedido, designando el ICAM para su defensa                
a la letrada del Turno de Oficio DOÑA ANA CAPARROZ ALONSO, la cual redactó, firmó y                
presentó la contestación a la demanda, renunciando posteriormente y tras reiteradas           
discrepancias con mi representado en su defensa, que podrían ser objeto de otra demanda              
distinta a ésta, puesto que también juró su cuenta pese a renunciar y que también está ejecutando                 
judicialmente por cuantías desproporcionadas con el apoyo del ICAM. No nos consta            
entendimiento alguno de ninguno de los dos abogados de oficio entre ellos, ni para la defensa                
del aquí demandante, ni tampoco para la reclamación de honorarios que nunca dirigieron al aquí               
demandante ni entregado factura alguna en ninguno de los dos casos, pese a habérselas              
reclamado de manera clara, firme y reiterada, según puede verse en el relevante mensaje de               
correo electrónico de fecha 29.7.12 considerando también otros mensajes anteriores y           
posteriores recopilados en orden cronológico en  DOCUMENTO Nº 2, además de en las             
actuaciones judiciales anteriores y posteriores a esos 4 mensajes en el Juzgado y en la               
Audiencia Provincial, y además también de constar en el ICAM al que se ha requerido               
toda   la   documentación   relevante,   como   también   se      documentará   más   adelante. 

Como consecuencia de la renuncia de la primera letrada de oficio DOÑA ANA             
CAPARROZ ALONSO (después de que presentara una contestación a la demanda, único            
documento de defensa que consta de ella en las actuaciones, junto a la renuncia que consta a                 
este demandante), a mi representado le fue asignado un segundo letrado del Turno de Oficio,               
DON JUAN ENRIQUE DE FRUTOS ARRIBAS, hoy demandado, el cual asistió a la vista de la                
Audiencia Previa (sin nunca haber mantenido ni siquiera una reunión con quien se supone que               
defendía ni constar ningún entendimiento ni requerimiento a la letrada de oficio que renunció) y               
no estando conforme mi representado con la forma en la que dicha defensa fue realizada,               
especialmente al ignorar por completo cualquier indicación en la Audiencia Previa y no dar              
cuenta en absoluto ni de lo que el letrado recibía del Juzgado ni de nada que presentase en su                   
nombre, lo que fue debidamente advertido en su día al aquí demandado, antes del juicio               
renunció a la defensa incluso designando procurador que es incompatible con la asistencia             
jurídica gratuita. Es decir, que el abogado de oficio aquí demandado Don Juan Enrique de               
Frutos nunca se reunió con el aquí demandante Don Miguel Gallardo, y jamás siguió ninguna de                
sus indicaciones, ni le informó absolutamente de nada, por lo que cometió graves errores y               
omisiones en la Audiencia Previa, negándose incluso a entregar copia a quien se supone que               
defendía de cualquier escrito de los pocos que presentó en su nombre. Además de cuanto consta                
en la correspondencia (que él reveló al ICAM) y en las actuaciones, el vídeo de la vista del                  
juicio   es   bien   elocuente   de   la   renuncia   del   demandante   y   la   muy   desleal   actitud   del   demandado. 

Para comprender la actitud del aquí demandado, por la que fue denunciado ante la              
Comisión de Deontología del ICAM, en el penúltimo párrafo de la página 3 de sus alegaciones                
para el expediente 358/2010 del Consejo de Colegios de Abogados de la Comunidad de Madrid,               
con fecha 25 de enero de 2011, el demandado dice textualmente: “ Si bien, a título de actitud                 
personal, me he permitido no recibir en mi despacho al Sr. Gallardo, toda vez que en vista de su                   
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conducta, que he podido observar en la Sala del Juzgado y por manifestaciones de los oficiales                
de la secretaría, prefiero no someterme a algún episodio de violencia por su parte en el que                 
quede en riesgo mi seguridad personal ”. Es difícil concebir mayor deslealtad, por calumniosa e              
injuriosa, de un abogado de oficio hacia quien se supone que está defendiendo a quien ni su                 
propio abogado ni el juzgado le da copia de ningún escrito que se presenta en su nombre, con el                   
que, debe insistirse, nunca se entrevistó personalmente, y cuyas indicaciones fueron ignoradas            
por completo. Además, entregó al ICAM los correos enviados por el aquí demandante, que              
hubieran debido ser confidenciales. Desde su designación, el demandado ha demostrado ser un             
excelente abogado de sí mismo, pero nunca, de ninguna manera, se ha ocupado en modo alguno                
de quien se supone que defendía, sino que antes al contrario, como puede verse en las                
actuaciones judiciales y también en los expedientes del ICAM, siempre ha tratado de             
perjudicarle intencionadamente, tanto como le ha sido posible, con el total apoyo del ICAM,              
cuyos archivos en lo relativo a este asunto señalamos como fuente de pruebas y se adjuntan                
como  DOCUMENTO Nº 3 la denuncia por revelación de secretos y escritos posteriores que              
constan en el Juzgado de Instrucción 22 D.P. Diligencias Previas Proc. Abreviado 979/2011             
en las que el Colegio de Abogados no designó a ningún letrado del turno de oficio pese a                  
tener   concedida   la   Justicia   Gratuita,   como   mi   representado   mantiene   publicado   en  

http://www.miguelgallardo.es/abogadorevelador.pdf  

y  DOCUMENTO Nº 4 demanda de conciliación a la que no se presentó el aquí                
demandado   en  

http://www.miguelgallardo.es/conciliando.pdf 

Además, el demandante ha requerido al demandado toda la documentación que conserve            
de todos sus asuntos mediante un correo electrónico de fecha 29.7.15 y posteriormente a la               
Comisión de Deontología del ICAM, también por la Comisión de Justicia Gratuita de la              
Comunidad de Madrid, incluyendo el expediente 358/2010 el Consejo de Colegios de            
Abogados de la Comunidad de Madrid y cualquier otra documentación que conste en el              
ICAM relativa a las partes de esta demanda, que además de haberse enviado al ICAM,               
también se ha registrado en la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita por lo dispuesto              
en Art. 41 (Quejas y denuncias) de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica                 
gratuita según DOCUMENTO Nº 5 (que incluye el ya citado correo remitido por el              
demandado    de   fecha   29.7.12    como   consta   publicado   en  

http://www.miguelgallardo.es/jg-documentos-frutos-icam.pdf  

para que sea el demandado quien aporte todo a cuanto tenga derecho de acceso el               
demandante, y que lo haga a través del ICAM que deberá guardar copia considerando              
especialmente los errores en la tasación de honorarios por el ICAM, inducidos por el              
demandado según fueron denunciados al ICAM en escrito de fecha 17.11.16 que también             
se adjunta como DOCUMENTO Nª 6 (que incluye un relevante documento de la abogada              
también del turno de que antecedió al demandado con la que parece que nunca trató el                
demandado, lo que evidencia que siempre fue abogado de sí mismo para maximizar sus              
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ingresos, pero nunca se preocupó ni en lo más mínimo por quien le antecedió en lo que                 
pudiera ser útil para la defensa del aquí demandante) y que consta publicado en Internet               
http://www.cita.es/icam-errores.pdf  

Lo más grave, y que prueba inequívocamente el dolo y la mala fe del aquí demandado,                
es que en la Audiencia Provincial aportamos un documento extraordinariamente relevante,           
conseguido por un procedimiento penal por presunta malversación de funcionarios y cargos de             
la Universidad Politécnica de Madrid (UPM) en el pago de las costas que el demandado               
pretende cobrar triplemente o incluso multiplicando por 7,5 veces lo que cobró la codemandada              
CITA, SL como consta en ese certificado de fecha 18.3.2016 firmado por el Letrado de la                
Administración de Justicia Don José Ignacio Atienza López, que se adjunta como            
DOCUMENTO Nº 7. Debemos insistir en la relevancia de las cuantías ahí  certificadas             
como costas para comprender el abuso del privilegiado procedimiento de Jura de            
Cuentas 

En toda esa relevante documentación que aportamos se manifiesta la mala fe y             
deslealtad del demandado por la que mi representado renunció, según consta en el Juzgado de 1ª                
Instancia 41 de Madrid en el P.O. 1877/2008 ANTES DE LA VISTA DEL JUICIO a la                
asistencia letrada de DON JUAN ENRIQUE DE FRUTOS ARRIBAS y también a la del              
procurador de oficio designando uno particular incompatible con la asistencia jurídica gratuita            
(Ley 1/1996, de 10 de enero en su art 27 dispone literalmente: “El reconocimiento del derecho a                 
la asistencia jurídica gratuita llevará consigo la designación de abogado y, cuando sea preciso,              
de procurador de oficio, sin que en ningún caso puedan actuar simultáneamente un abogado de               
oficio y un procurador libremente elegido, o viceversa”) según se puede documentar en las              
actuaciones judiciales, también puede testimoniar cuál fue la actitud del letrado aquí            
demandante tratando de perjudicar al aquí demandado todo lo que pudo, siempre, acusándole             
incluso de “alzamiento de bienes” pese a contar con “justicia gratuita” desde 2009. Basta ver el                
DOCUMENTO Nº 2 junto al DOCUMENTO Nº 7 para comprender la magnitud, con un              
factor 7,5 si se tiene en cuenta la renuncia previa al juicio y de 3 incluso si se ignorase, del                    
error aritmético inducido hábilmente por el demandado prevaliéndose de los privilegios de            
la   Jura   de   Cuentas. 

Sin embargo, pese a la expresa comunicación de que el aquí demandante había decidido              
prescindir por completo de sus servicios, el demandado consiguió forzar que el Juzgado le              
admitiese como letrado en el juicio contra la voluntad de quien se supone que defendía, pese a                 
quedar documentalmente probado y en el mismo juicio reiterada la renuncia del aquí             
demandado. Puede verse esta irregularidad, además de en la designación de procurador privado             
previa al juicio, también en la grabación de la Vista del juicio (con todos los presentes como                 
testigos) donde queda bien claro que el demandado únicamente es abogado de sí mismo con el                
claro propósito de cobrar a toda costa por el turno de oficio, o como más adelante se explicará,                  
por abuso de la jura de cuentas con el apoyo del ICAM al tasar honorarios desproporcionados en                 
beneficio   de   su   colegiado   y   en   claro   perjuicio   del   aquí   demandante. 
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El video del juicio, en lo que se refiere al claro y firme repudio reiterado en la vista                  
pública, evidencia no solamente la indefensión, de mi representado, sino también algo peor aún,              
que es  una obligación de soportar una defensa denunciada como desleal, de manera forzosa              
contra la expresa voluntad manifestada antes del juicio, y muy insistentemente en la Vista como               
puede   evidenciar   el   video   del   juicio   y   también   testificar   todos   los   que   asistieron   a   la   Vista. 

Dicho procedimiento terminó mediante sentencia de 3 de noviembre de 2011,           
completamente absolutoria para mi representado, y que condenaba al pago de la totalidad             
de las costas a las 3 partes actoras, siendo 3 los beneficiarios de las mismas (Don Miguel                 
Gallardo, CITA, SL y la asociación APEMIT), y no únicamente el aquí demandante como              
bien sabe el demandado y también sabe el ICAM a cuyo departamento de honorarios se ha                
denunciado el error material de incluir la asistencia al juicio cuando ya se había              
renunciado a él, y aritmético por la indebida multiplicación por 3 de los honorarios              
máximos por todos los procedimientos administrativos posibles ignorando siempre el          
ICAM cualquier derecho del aquí demandante frente a lo que podría ser un error, pero               
más parece una ignorancia deliberada con abuso de los privilegios de la jura de cuentas en                
ejecución   pese   a   que   no   exista   cosa   juzgada. 

Resulta particularmente doloso el hecho de que el abogado designado por el turno de              
oficio del ICAM conozca perfectamente que está ejecutando el triple de lo que, en el mejor de                 
los casos, podría corresponderle sin cosa juzgada alguna, por lo que entendemos que, además de               
la condena en costas, debería indemnizar a la víctima de sus servicios impuestos contra la               
expresa   voluntad   quien   ha   sido   ya   muy   perjudicado   por   él. 

 

SEGUNDO.- ACTUACIONES DE DON JUAN ENRIQUE DE FRUTOS ARRIBAS EN          
EL   PROCEDIMIENTO. 

La intervención del hoy demandado en el procedimiento referido en el Hecho Primero             
consistió exclusivamente en asistir a mi representado en la vista de la Audiencia Previa, pues en                
el juicio ya se había renunciado como se pretende probar en esta demanda. Las actuaciones en el                 
expediente judicial y los vídeos de las vistas públicas evidencian la nula o escasísima              
dedicación, y la absoluta falta de la más mínima lealtad. Todos los esfuerzos del aquí               
demandado han tenido como única intención cobrar lo máximo posible para su personal             
enriquecimiento ilícito ignorando por completo cualquier derecho de quien se suponía que            
defendía. El ICAM lo debe documentar también en diversos expedientes administrativos en los             
que DON JUAN ENRIQUE DE FRUTOS ARRIBAS no ha dudado en aportar correos             
electrónicos que deberían estar protegidos por el secreto profesional, y en hacer afirmaciones e              
insinuaciones calumniosas e injuriosas. En definitiva, no consta ningún escrito leal, y sí muchos              
que atentan contra el más elemental criterio deontológico. No es necesario ser doctor en ética               
para comprenderlo, pero en derecho, el principio de IURA NOVIT CURIA debería proteger a              
los beneficiarios de la Justicia Gratuita de abusos de privilegios como la Jura de Cuentas muy                
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excesiva y prácticas profesionales como las que constan en las actuaciones judiciales y en el               
ICAM,   siempre   en   perjuicio   del   aquí   demandante. 

Los muy controvertidos “Criterios establecidos por el Colegio de Abogados de Madrid”            
(la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia CNMC ha sancionado muy             
duramente al ICAM, precisamente por abusivas tasaciones y en el caso de las tasaciones de               
honorarios de procuradores que también están privilegiadas por juras de cuentas la controversia             
ha sido objeto ya de prejudicialidad europea en la AAP NA 145/2016) en la emisión de sus                 
dictámenes sobre honorarios profesionales a requerimiento judicial los cuales, en el muy            
controvertido caso del ICAM (insistimos en que hay sanciones de la Comisión Nacional de los               
Mercados y la Competencia CNMC por sus abusivas tasaciones y valoraciones judiciales muy             
distintas   a   las   propuestas   por   el   ICAM),   disponen: 

“Para los procedimientos judiciales civiles, los honorarios podrán distribuirse por fases o            
trámites, asignando un 50% al trámite de alegaciones hasta la audiencia previa; un 20% para la                
Audiencia   Previa   y   un   30%   para   el   trámite   del   juicio”. 

Así mismo, los Criterios referidos señalan que para un Procedimiento Civil cuya cuantía             
sea de TRESCIENTOS MIL EUROS (300.000 €) los honorarios señalados ascienden a            
VEINTICINCO   MIL   DOSCIENTOS   EUROS   (25.200   €). 

En el caso que nos ocupa existían tres codemandados por lo que dichos honorarios              
deben ser divididos en tres partes iguales, de modo que sólo una tercera parte de los mismos, es                  
decir OCHO MIL CUATROCIENTOS EUROS (8.400 €), corresponden a la defensa en dicho             
procedimiento a cada parte. Nótese, otra vez más, que el mismo juzgado que dividió por 3 al ser                  
3 los demandantes, no lo hizo al valorar los mismos derechos por honorarios de abogados al                
tramitar la Jura de Cuentas del aquí demandado, favoreciéndole con un enriquecimiento injusto             
en perjuicio del demandado que, habiendo ganado un juicio, por Decreto de un secretario              
judicial que no se ha revisado en modo alguno pese a agotar todos los recursos al alcance de mi                   
representado, se le fuerza a pagar a abogados de oficio 3 veces más de lo que se tasó en costas,                    
en clamorosa injusticia únicamente explicable por abuso de privilegios en cosa no juzgada,             
cuando es jurisprudencia consolidada que no está obligado a abonar a los profesionales en su               
defensa,   el   beneficiario   de   Justicia   Gratuita   más   de   lo   percibido. 

Además, como la defensa por parte de mi representado fue llevada a cabo por letrados               
distintos y el demandado únicamente le asistió con derecho a cobro de honorarios en su defensa                
en la Audiencia Previa (reiteramos una vez más que en el Juicio ya se había renunciado a                 
cualquier servicio del demandado designado por el turno de oficio), sólo tendría derecho a              
cobrar, como máximo, los honorarios correspondientes al 50% de dicha cantidad, es decir,             
CUATRO MIL DOSCIENTOS EUROS (4.200 €) si no se hubiera renunciado como se renunció              
a su defensa antes de la Vista del juicio, pero como sí se renunció (según lo dispuesto en la Ley                    
1/1996, de 10 de enero en su art 27) y consta en las actuaciones, en lugar del 50% no debería ser                     
más del 20% y debiendo presentar una factura con el correspondiente IVA que nunca presentó el                
aquí   demandado   por   ninguna   cuantía. 
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TERCERO.-   TASACIÓN   DE   COSTAS   DEL   P.O.   1877/2008 

En el procedimiento principal referido fue promovido el Incidente de Tasación de            
Costas, el cual concluyó mediante Auto de 21 de noviembre de 2012, en el que las costas fueron                  
tasadas según las normas orientadoras del ICAM en VEINTICINCO MIL DOSCIENTOS           
EUROS (25.200 €) y dicha cantidad fue dividida en 3 partes, correspondientes a cada uno de los                 
demandados, por lo que la parte que correspondía a la defensa de DON MIGUEL ANGEL               
GALLARDO ORTIZ quedó limitada a 8.400 €, cantidad que debía ser repartida entre todos los               
letrados que intervinieron en su defensa. Siendo esta cantidad la que efectivamente fue             
entregada por los demandantes a mi representado para que pagara los honorarios            
correspondientes a sus letrados defensores. Y al aquí demandado ya le pagó más del doble de lo                 
que hubiera debido pagarle, considerando lo ya expuesto, concretamente el demandado cobró            
5.082 euros de los que 882 corresponderían al 21% de IVA que nunca ha facturado, según está                 
acreditado   en   las   actuaciones   del   Juzgado   de   1ª   Instancia   41   de   Madrid. 

En este sentido el Fundamento de Derecho Segundo del Auto de 21 de noviembre de               
2012   del   Juzgado   de   Primera   Instancia   Nº   41   de   Madrid   establece: 

“Por lo que se refiere a la impugnación verificada por la Universidad Politécnica de              
Madrid, la misma estima que ha existido un error aritmético a la hora de fijar los                
honorarios de letrado de la contraparte pues partiendo de la Disposición General 9ª y del               
criterio 41 de las normas orientadoras del Colegio de Abogados de Madrid, en los casos de                
pluralidad de interesados acreedores de las costas, debe partirse de una minuta ideal a              
dividir entre todos ellos. Por otro lado la base para fijar la cuantía de honorarios del                
letrado, tratándose de un pleito sobre derecho al honor con reclamación concreta de             
cantidad,   habrá   de   ser   de   25.200   €.   DOCUMENTO   Nº 

En consecuencia dividiendo entre tres dicha minuta, dado que los favorecidos por la condena en               
costas   en   nuestro   caso   concreto   son   tres,   se   obtendría   la   suma   de   8.400   €.   (…)”. 

ESA DIVISIÓN NO LA HACE EL DEMANDADO EN SU RECLAMACIÓN DE           
HONORARIOS PERO SABE QUE SÍ LA HIZO EL JUZGADO AL TASAR LAS            
COSTAS, Y DELIBERADAMENTE INDUCE A UN ERROR QUE PROSPERA PARA          
SU   ENRIQUECIMIENTO   INDEBIDO   EN   PERJUICIO   DEL   DEMANDANTE. 

Por lo tanto, la parte que corresponde a la defensa de DON MIGUEL ANGEL              
GALLARDO ORTIZ queda limitada a 8.400 €, cantidad que a su vez debe ser repartida entre                

todos los letrados que intervinieron en su defensa, y  no es posible concebir que lo               
que es un error para el demandante condenado en costas no lo            
sea también para la jura de cuentas del abogado de oficio,           
pero el juzgado y la Audiencia Provincial han ignorado todas          
y cada una de las alegaciones, de manera que sigue siendo           
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incomprensible tal abuso de los privilegios de la jura de          
cuentas y del ICAM no dejando más opción que esta          
demanda. 

¿Cómo es posible que un letrado de oficio, plenamente consciente de que una condena              
con costas limita a una cantidad, pida el triple por sus propios honorarios nunca facturados? Es                
algo   que   debe   juzgarse   aquí.   Es   el   asunto   de   fondo   y   principal. 

De conformidad a lo establecido en el antecedente anterior y dado que el letrado              
demandado únicamente le asistió en su defensa en la Audiencia Previa (considerando que ya se               
había renunciado a su asistencia a juicio al designar procurador particular incompatible con su              
designación por el turno de oficio), sólo tendrá derecho a cobrar los honorarios correspondientes              
al 20% de dicha cantidad, es decir, MIL SEISCIENTOS OCHENTA (1.680 €). Sin embargo, ya               
ha cobrado una cantidad muy superior pagada en el incidente por pluspetición, repetimos, una              
vez más, que sin factura alguna, y sin que hasta ahora se haya revisado el error aritmético del                  
decreto del secretario, en modo alguno, ni por el ICAM, a quien se ha explicado el error                 
aritmético de un factor 3 con enriquecimiento ilícito del aquí demandado y el error material de                
no aceptar la voluntad de quien se supone que defiende y quiere prescindir de sus servicios en                 
un juicio con reiteraciones bien expresas (que puede suponer una imposición que violenta             
derechos fundamentales de quien no quiere ser defendido por el demandado, ni como letrado del               
turno de oficio, ni mucho menos de libre elección, porque nunca fue libremente elegido) no               
dejando más opción que la de presentar esta demanda para que se juzgue aquí todo lo relevante                 
no   juzgado   hasta   ahora. 

CUARTO.-   JURA   DE   CUENTAS 

Sin tener en cuenta lo dispuesto por las normas orientadoras del ICAM y lo acordado en                
el incidente de Tasación de Costas, es decir, siendo plenamente consciente del perjuicio que              
causaba al aquí demandante, el hoy demandado, DON JUAN ENRIQUE DE FRUTOS            
ARRIBAS, inició el procedimiento de Jura de Cuentas 1480/2012, el cual finalizó mediante             
Decreto de 31 de marzo de 2015 en el que se acordó, con los errores puestos de manifiesto, que                   
los honorarios a su favor devengados en el P.O. 1877/2008 ascendían a DOCE MIL              
SEISCIENTOS EUROS (12.600 €) de principal más el IVA correspondiente, es decir, un total              
de QUINCE MIL DOSCIENTOS CUARENTA Y SEIS EUROS (15.246 €) más unas costas             
indeterminadas por la misma jura de cuentas. Insistimos, una vez más, en que esta              
desproporcionada cantidad la reclamó sin factura alguna, y que la abogada que renunció a la que                
sucedió reclamó una cantidad igual en otra jura de cuentas sin que ninguno de los dos erróneos                 
decretos del secretario judicial ahora letrado de la Administración de Justicia fueran revisados             
nunca,   pese   a   nuestros   recursos   y   oposición   por   pluspetición. 

Posteriormente fue solicitada la declaración de nulidad de actuaciones de la Jura de             
Cuentas pero fue denegada mediante Auto de 25 de mayo de 2015 y el RECURSO DE                
APELACIÓN Nª 117/2016 para ante la Audiencia Provincial de Madrid fue también            
desestimado con fecha 8.5.17 sin entrar en modo alguno en el fondo del asunto pese a ser cosa                  

8 
 



no juzgada y sin dar otra opción que la de interponer esta demanda considerando que “Dicho                
decreto no será susceptible de recurso, pero no prejuzgará, ni siquiera parcialmente, la sentencia              
que pudiere recaer en juicio ordinario ulterior” según el art. 35.2 de la LEC. Por último, se                 
presentó para ante la Audiencia Provincial otro incidente de nulidad que fue inadmitido, sin              
entrar en modo alguno en el fondo del asunto ni haber considerado en todas las actuaciones                
ninguno de los errores (aritmético al multiplicar por 3 las costas tasadas en el mismo juzgado y                 
material ya expuesto), sin dejar más opciones que las de presentar esta demanda por todo lo no                 
juzgado,   pero   ejecutado   por   abuso   de   privilegios   del   aquí   demandado. 

 

QUINTO.-   EJECUCIÓN   JURA   DE   CUENTAS 

En la actualidad se está ejecutando contra mi representado el importe señalado en la              
Jura de Cuentas, es decir, nos encontramos ante una ejecución por un total de DIECINUEVE               
MIL DOSCIENTOS CUARENTA Y SEIS EUROS (19.246 €), cantidad que se desglosa en             
QUINCE MIL DOSCIENTOS CUARENTA Y SEIS EUROS (15.246 €) en concepto de            
principal y CUATRO MIL EUROS (4.000 €) en concepto de intereses y costas (indeterminadas              
pero provisional y arbitrariamente fijadas en esa cantidad) que únicamente se deben al intento              
de agotar todos los recursos posibles para la subsanación de los errores, es decir, que esas costas                 
nunca se habrían producido si no hubiera doloso abuso de privilegios en las pretensiones del               
letrado aquí demandado y la ejecución de resoluciones que consideramos injustas, en especial,             
en la ejecución de cosa no juzgada y con apremio. No son necesarios más que unos elementales                 
conocimientos aritméticos básicos, y un poco de sentido común, para entender que el             
demandante ha abusado dolosamente de la Jura de Cuentas, un privilegiadísimo procedimiento            
de manera tal que posiblemente atente incluso contra el derecho comunitario, y en todo caso,               
contra los artículos 9.3 y 24 de la Constitución Española, más claramente aún porque mi               
representado entregó en concepto del pago de sus honorarios al hoy demandado la totalidad de               
los honorarios a los que tiene derecho, es decir, la cantidad de CINCO MIL OCHENTA Y DOS                 
EUROS (5.082 €), que corresponden CUATRO MIL DOSCIENTOS EUROS (4.200 €) al            
principal y OCHOCIENTOS OCHENTA Y DOS (882 €) de IVA insistimos una vez más, que               
sin que el demandado haya presentado nunca ninguna factura, ni se suspendiera la             
abusiva   y   excesiva   ejecución. 

Y en la actualidad nos encontramos ante la absurda, abusiva y muy injusta situación de               
que existe un crédito a favor del letrado demandado contra mi representado de la cantidad no                
pagada a fecha de hoy fijada en la Jura de Cuentas, sin que exista cosa juzgada ni el ICAM ni                    
ningún juez haya siquiera examinado el error material de la renuncia a la Justicia Gratuita previa                
al juicio (lo que asignaría un 20% en lugar del 50% de la tasación de las costas) y el aritmético                    
de haber dividido por 3 en perjuicio del aquí demandante pero luego multiplicado por 3 en                
beneficio ilícito del demandado, todo ello con pleno conocimiento, al menos, del funcionario de              
ICAM Francisco Fernández Ortega, responsable de las tasaciones de honorarios de las que se ha               
beneficiado indebidamente el aquí demandado en claro y creciente perjuicio del aquí            
demandante. 
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Dado que de conformidad con el Artículo 35.2 LEC los Decretos dictados en los              
Procedimientos de Jura de Cuentas no tienen fuerza de Cosa Juzgada (“ Dicho decreto no será               
susceptible de recurso, pero no prejuzgará, ni siquiera parcialmente, la sentencia que pudiere             
recaer en juicio ordinario ulterior ”) y habiéndose agotado todas las posibilidades de que fuera              
revisado,   se   ha   decidido   proceder   a   presentar   el   presente   procedimiento   declarativo. 

A   los   anteriores   hechos   le   son   de   aplicación   los   siguientes 

 

FUNDAMENTOS   DE   DERECHO 

 
FUNDAMENTOS   PROCESALES 

 

I COMPETENCIA OBJETIVA: Son competentes los Juzgados de Primera Instancia. Esta           
competencia se la otorga el Artículo 85.1 de la LOPJ que reitera el Artículo 45 de la LEC al                   
establecer   la   siguiente   regla   general: 

“Corresponde a los Juzgados de Primera Instancia el conocimiento, en primera instancia, de             
todos los asuntos civiles que por disposición legal expresa no se hallen atribuidos a otros               
tribunales   (…)”. 

 

II COMPETENCIA TERRITORIAL: Corresponde la misma al Juzgado que nos dirigimos,           
puesto que el Artículo 50.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil establece como Fuero General               
para las Personas Físicas “Salvo que la Ley disponga otra cosa, la competencia territorial              
corresponderá   al   Tribunal   del   domicilio   del   demandado   (…)   ”. 

Por tanto al tener DON JUAN ENRIQUE DE FRUTOS ARRIBAS su domicilio en Madrid, los               
Juzgados   de   Madrid   son   competentes   para   el   conocimiento   del   presente   procedimiento. 

 

III PROCEDIMIENTO Y CUANTÍA: El procedimiento declarativo que corresponde ejercitar          
es   el   denominado   Procedimiento   Ordinario,   al   establecerlo   así   el 

Artículo 249.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil que establece: “Se decidirán también en el               
Juicio Ordinario las demandas cuya cuantía exceda de 6.000 Euros y aquellas cuyo interés              
económico   resulte   difícil   de   determinar,   ni   siquiera   de   modo   relativo”. 

Dado que no es posible determinar el interés económico debatido, ni los perjuicios ya causados               
por DON JUAN ENRIQUE DE FRUTOS ARRIBAS (que en todo caso son crecientes por              
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seguir ejecutándose una tasación excesiva e injusta con abuso del privilegio del procedimiento             
de   Jura   de   Cuentas),   debemos   considerar   la   presente   demanda   de   cuantía   indeterminada. 

 

IV LEGITIMACIÓN Y CAPACIDAD: La legitimación activa corresponde a mi poderdante y la             
pasiva a DON JUAN ENRIQUE DE FRUTOS ARRIBAS, por ser respectivamente el “cliente”             
(aunque nunca fue libremente elegido) y el letrado del Turno de Oficio que asumió su defensa                
en el P.O. 1877/2008 tramitado ante el Juzgado de Primera Instancia Nº 41 de Madrid, según                
también   consta   en   el   ICAM,   sin   perjuicio   de   otras   responsabilidades   profesionales   exigibles. 

Las partes están capacitadas para entablar la presente relación jurídico- procesal, conforme al             
Artículo   6   y   siguientes   de   la   Ley   de   Enjuiciamiento   Civil. 

 

V REPRESENTACIÓN PROCESAL Y DEFENSA TÉCNICA: La presente demanda se          
formula por medio de Abogado y Procurador, al ser preceptiva su intervención, según los              
Artículos   23   y   31   de   la   LEC. 

Se informa que el abogado ha renunciado a sus honorarios en caso de que fuera condenado el                 
demandante (pero en modo alguno se renuncia a una condena en costas del demandado que               
expresamente se pide por su mala fe) y el ICAM ha admitido su defensa manteniendo               
expresamente su beneficio de Justicia Gratuita en lugar de la letrada designada por el turno de                
oficio (que renunció expresamente) y la procuradora en representación del demandado por            
designación del Turno de Oficio del ICPM y que a mi representado se le ha concedido el                 
Derecho   a   la   Asistencia   Jurídica   Gratuita. 

 

VI COSTAS: Al amparo de lo previsto en el Artículo 394 de la LEC las costas deberán ser                  
impuestas   al   demandado. 

 

FUNDAMENTOS   MATERIALES 

 

I HONORARIOS DEL ICAM: Los Criterios establecidos por el Colegio de Abogados de             
Madrid en la emisión de sus dictámenes sobre honorarios profesionales a requerimiento judicial             
disponen: 

1) Para un Procedimiento Civil cuya cuantía sea de TRESCIENTOS MIL EUROS           
(300.000 €) los honorarios señalados ascienden a VEINTICINCO MIL DOS CIENTOS EUROS            
(25.200   €). 
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2) Para los procedimientos judiciales civiles, los honorarios podrán distribuirse por fases o            
trámites, asignando un 50% al trámite de alegaciones hasta la Audiencia Previa; un 20% para la                
Audiencia   Previa   y   un   30%   para   el   trámite   del   juicio”. 

La cuantía del P.O. 1877/2008 del Juzgado de Primera Instancia Nº 41 de Madrid ascendía a                
TRESCIENTOS MIL EUROS (300.000 €) en la misma había tres codemandados, mi            
representado   (DON   MIGUEL   ANGEL   GALLARDO   ORTIZ)   y   otros   dos. 

A su vez la defensa de mi representado fue asumida por tres letrados diferentes, una primera                
letrada nombrada por la Comisión del Turno de Oficio, un segundo que es el letrado               
demandado, DON JUAN ENRIQUE DE FRUTOS ARRIBAS, también nombrado por el Turno            
de Oficio y un tercero que fue designado libremente por mi representado y que es el mismo que                  
firma esta demanda habiendo renunciado a sus propios honorarios (no si hay condena en costas               
del   contrario)   para   que   pueda   tener   el   beneficio   de   la   Justicia   Gratuita   mi   representado. 

Las actuaciones del letrado hoy demandado en la defensa de mi representado se limitaron a               
intervenir en las Vistas de la Audiencia Previa y del juicio, pero en esta última comparecencia,                
lo hizo contra la expresa voluntad de mi representado, por lo que el que un letrado de oficio                  
cobre por desempeño no realizado cuando ya se ha renunciado a él es un enriquecimiento ilícito,                
en este caso, absolutamente desproporcionado porque, además, se multiplica el perjuicio por            
tres,   además   de   producir   una   gravísima   indefensión. 

En conclusión, debemos dividir el total del importe fijado en los Criterios del ICAM para el                
procedimiento referido en tres partes, una correspondiente a cada uno de los tres codemandados,              
lo que da lugar a la cantidad de OCHO MIL CUATROCIENTOS EUROS (8.400 €) adjudicados               
para   los   honorarios   de   la   defensa   de   cada   codemandado. 

A su vez, dado que la intervención del letrado demandado, DON JUAN ENRIQUE DE              
FRUTOS ARRIBAS, fue exclusivamente en la Audiencia Previa (y es ilegal que reclame el              
juicio porque ya se había renunciado a su designación), le corresponden exclusivamente el 20%              
de los honorarios que correspondían a la defensa de mi cliente, es decir, MIL SEISCIENTOS               
OCHENTA EUROS (1.680 €) más el IVA correspondiente (es la misma cantidad que recibió la               
mercantil CITA, SL para honorarios de abogado en la Audiencia Previa según está acreditado en               
el   expediente   del   P.O.   1877/2008   del   Juzgado   de   Primera   Instancia   Nº41   de   Madrid. 

Estos datos los conoce perfectamente el abogado designado por el turno de oficio demandado              

que ha tenido conocimiento documentado de que la cantidad que le corresponde es  la              
misma que recibió CITA, SL y sin embargo, ha inducido a errores            
deliberadamente hasta conseguir una cantidad muy superior, incluso a la que recibió el abogado              
de otro de los codemandados, Javier de la Cueva, que llevó todo el procedimiento para la                
asociación APEMIT, como también es evidente a la vista de las actuaciones y de su posterior                
Jura de Cuentas. Basta comparar las cuantías de los honorarios de abogados de CITA, SL y de                 
APEMIT   para   evidenciar   con   toda   claridad   el   fraude   del   aquí   demandado. 
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II   La   Ley   1/1996,   de   10   de   Enero,   de   ASISTENCIA   JURÍDICA   GRATUITA   (LAJG)   establece: 

•Artículo 28: “Renuncia a la designación: Quienes tengan derecho en los términos previstos en              
esta Ley a la asistencia jurídica gratuita podrán, no obstante lo previsto en el artículo anterior,                
renunciar expresamente a la designación de abogado y procurador de oficio, nombrando            
libremente a profesionales de su confianza debiendo constar expresamente este extremo en la             
solicitud   y   afectando   simultáneamente   esta   renuncia   al   abogado   y   procurador. 

Se debe mencionar aquí la Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid, Sección 12ª, de 5 de                 
febrero de 2013, Nº 75/2013, Recurso 780/2011, según la cual, en los casos en los que conforme                 
al Artículo 28 LAJG se renuncia al letrado designado de oficio y al amparo del beneficio de la                  
justicia gratuita se debe considerar que simplemente implica que en lo sucesivo tendrá que pagar               
a los profesionales que designe y que lo único que pierde es esta prestación (artículo 6.3 LAJG)                 
pero la pierde en el momento que renuncia a ella (pues hasta el momento en que renunció sí que                   
tenía derecho a que se le designasen profesionales sin tener obligación de pagarles), no              
afectando a la prestación la asistencia profesional prestada hasta ese momento, no estando             
obligado a abonar los servicios profesionales que inicialmente le designaron los colegios            
profesionales en turno de oficio, sino que éstos deberán reclamar el correspondiente pago a la               
administración. 

Si hacemos una interpretación conjunta de los artículos 28 y 36 de la LAJG y de la Sentencia                  
mencionada   concluimos: 

1) En el caso de que una persona renuncie a su letrado de oficio y al beneficio a la justicia                   
gratuita durante la tramitación de un procedimiento se considera que la renuncia es únicamente              
a partir de ese momento y no retroactivamente al momento en el que se le reconoció el beneficio                  
a   la   justicia   gratuita. 

2) El letrado del turno de oficio tendrá derecho a cobrar sus honorarios conforme a lo               
señalado en la LAJG, es decir, en el caso que haya habido un pronunciamiento en costas a favor                  
de su cliente tiene derecho a cobrar las costas del contrario en proporción a la intervención que                 
tuvo   en   el   procedimiento. 

PERO EN NINGÚN MODO, NI DE NINGUNA MANERA, SE DICE NI EN ESA LEY NI EN                
NINGUNA NORMA O JURISPRUDENCIA QUE TENGA DERECHO A COBRAR EL          
TRIPLE   DE   LO   QUE   EL   JUZGADO   TASÓ   COMO   COSTAS. 

3) Para el cálculo de los honorarios que el letrado del turno de oficio debe cobrar del                
cliente contrario debe atenerse a los criterios establecidos en el Colegio Profesional            
correspondiente. 

CRITERIOS QUE NECESARIAMENTE HAN DE SER LOS MISMOS PARA TASAR LAS           
COSTAS QUE PARA VALORAR LOS HONORARIOS DE ABOGADO DE OFICIO. Y EN            
ESTE CASO, POR UNA CADENA DE ERRORES DELIBERADAMENTE INDUCIDOS Y          
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SOSTENIDOS POR EL DEMANDADO, SE HA PERJUDICADO MUY GRAVEMENTE AL          
DEMANDANTE. 

4) Resumiendo y toda vez que, según la Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid,               
Sección 12ª, de 5 de febrero de 2013, Nº 75/2013, Recurso 780/2011, en los casos en los que                  
conforme al Artículo 28 LAJG se renuncia al letrado designado de oficio y al amparo del                
beneficio de la justicia gratuita se debe considerar que simplemente implica que en lo sucesivo               
tendrá que pagar a los profesionales que designe y que lo único que pierde es esta prestación                 
(artículo 6.3 LAJG) pero la pierde en el momento que renuncia a ella (pues hasta el momento en                  
que renunció sí que tenía derecho a que se le designasen profesionales sin tener obligación de                
pagarles), no afectando a la prestación la asistencia profesional prestada hasta ese momento;             
podemos concluir con la sentencia que no está obligado a abonar los servicios profesionales que               
inicialmente le designaron los colegios profesionales en turno de oficio, el crédito del             
demandado se limita precisamente a las cantidades fijadas en la tasación de costas por la               
Audiencia   Previa,   exactamente   en   la   misma   cuantía   que   la   codemandada   CITA,   SL,   y   no   más. 

5) Por todo lo anteriormente expuesto, en el caso que nos incumbe el letrado demandado DON                
JUAN ENRIQUE DE FRUTOS ARRIBAS tiene derecho a cobrar exclusivamente por su            
asistencia a mi cliente en la Audiencia Previa (porque ya se renunció y se le indicó a él que se                    
renunciaba varios días antes por un correo electrónico) y el importe debe tasarse según los               
criterios establecidos por el ICAM y de acuerdo con lo establecido en el Expositivo de Derecho                
anterior la cantidad de MIL SEISCIENTOS OCHENTA EUROS (1.680 €) más el IVA             
correspondiente, QUE NUNCA HA SIDO FACTURADO Y MI REPRESENTADO VUELVE          
A INSISTIR AQUÍ EN RECLAMAR LA FACTURA, COMO SE HA HECHO           
ANTERIORMENTE CON REITERACIÓN, tanto en las dos instancias judiciales, como en           
correspondencia que consta en  DOCUMENTO Nº 2 y reconociéndolo el demandado en lo             
aportado al ICAM en DOCUMENTO Nº 5 (nótese lo desafiante del tono del mensaje en el                
que   el   demandado   invita   al   aquí   demandante   a   denunciarle). 

 

III En el PROCEDIMIENTO DE JURA DE CUENTAS Nº1480/2012 se resolvió que, POR UN              
ERROR MATERIAL (RENUNCIA ANTES DE LA VISTA DEL JUICIO Y ERROR           
ARITMÉTICO POR MULTIPLICAR LA CUANTÍA POR UN FACTOR 3 Y POR NO            
DIVIDIR POR EL NÚMERO DE DEMANDADOS QUE FUERON 3, INDUCIDO POR EL            
DEMANDADO, mi cliente debía pagar al letrado hoy demandado DON JUAN ENRIQUE DE             
FRUTOS ARRIBAS la cantidad de DOCE MIL SEISCIENTOS EUROS (12.600 €). En            
ejecución de dicha resolución mi representado antes de presentar escrito por PLUSPETICIÓN,            
pagó una cantidad superior a la que le correspondía en virtud de lo expuesto anteriormente, es                
decir, CINCO MIL OCHENTA Y DOS EUROS (5.082 €), que corresponden CUATRO MIL             
DOSCIENTOS EUROS (4.200 €) al principal y OCHOCIENTOS OCHENTA Y DOS EUROS            

(882 €) de IVA,  de la que, insistimos una vez más, nunca ha recibido              
factura alguna emitida por el demandado y todo apunta a que no ha sido              
declarada en el modelo 347 de operaciones con terceros superiores a 3.000 euros de la Agencia                
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Tributaria del año 2015, ni en los anteriores cuando minuta pero no factura los honorarios               
improcedentes y excesivos que reclama, lo que debería dar lugar a las correspondientes             
sanciones. 

A pesar del pago realizado existe a día de hoy un crédito a favor del demandado contra mi                  
representado en ejecución de lo resuelto en la Jura de Cuentas, lo que implica que se está                 
enriqueciendo injustamente el demandado en creciente detrimento y perjuicio de mi           
representado. 

Los Decretos dictados en los procedimientos de Jura de Cuentas no producen efecto de cosa               
juzgada, tal como establece el Artículo 35.2 LEC: “(…) Dicho Decreto no será susceptible de               
recurso, pero no prejuzgará, ni siquiera parcialmente, la sentencia que pudiere recaer en juicio              
ordinario ulterior”. Por tanto lo resuelto en dicho procedimiento no prejuzga ni siquiera             
parcialmente la sentencia que pueda recaer en el presente juicio ordinario, por lo que no existe                
vinculación aquí con lo resuelto en ese procedimiento especial y privilegiado en el que la               
aritmética   más   elemental   evidencia   el   abuso   para   enriquecimiento   ilícito   del   aquí   demandado. 

Por todo ello, esta parte considera que el Juzgador debe declarar en este procedimiento que la                
cuantía que le correspondía cobrar al demandado es la que ya le ha sido voluntariamente pagada                
por mi representado y que debe proceder a devolver las cuantías que indebidamente le han sido                
reconocidas y que en su caso puedan ser cobradas en el procedimiento de jura de cuentas, son                 
notorios los crecientes daños y perjuicios de una ejecución prolongada en el tiempo con              
IGNORANCIA   DELIBERADA   y   temeridad   del   aquí   demandado. 

 

IV ENRIQUECIMIENTO INJUSTO: A la fecha de interposición de la presente demanda está             
acreditado que el demandado ha cobrado CINCO MIL OCHENTA Y DOS EUROS (5.082 €),              
que corresponden CUATRO MIL DOSCIENTOS EUROS (4.200 €) al principal y           
OCHOCIENTOS OCHENTA Y DOS (882 €) de IVA (insistimos en que nunca facturados)             
cuando lo que le corresponderían serían, únicamente, (1.680 €) más el IVA correspondiente,             
pero sigue ejecutando por importe de 15.246 € a sabiendas de que no se ha dividido por 3 como                   
es bien claro que hizo el mismo juzgado en la tasación y podrá acreditarse por el testimonio de                  
la entonces secretaria judicial Dña. MARÍA NIEVES UGENA YUSTOS (que fue sustituida por             
D. JUAN IGNACIO ATIENZA LÓPEZ que estimó las pretensiones del demandado ignorando            
lo decretado por su antecesora con una división por 3 siendo evidente el distinto criterio de los                 
ahora letrados de la Administración de Justicia, en perjuicio del aquí demandante con             
enriquecimiento indebido del aquí demandado). El testimonio de Dña. MARÍA NIEVES           
UGENA YUSTOS es fundamental para poder enjuiciar los hechos evidenciando la mala fe del              
demandado   y   los   crecientes   perjuicios   para   el   demandante. 

A la fecha de interposición de la presente demanda, el demandado ha adquirido un derecho               
patrimonial, injustamente, correlativo al empobrecimiento del actor, en cuanto había obtenido el            
derecho a realizar los bienes del actor para hacerse pago de un importe no amparado por                
ninguna relación contractual y que no tenía derecho a percibir, a costa del patrimonio del               
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demandante, correlativamente empobrecido, injustamente. Es decir concurrían los presupuestos         
que establece la STS 23 de julio de 2010 para estimar producido un enriquecimiento injusto, ya                
que se había producido un incremento patrimonial del demandado, adquisición de derechos            
sobre todos los bienes del actor, incluida la entrega del dinero de la consignación que se realizó                 
en   el   Juzgado   de   1ª   Instancia   41. 

Para reparar ese enriquecimiento injusto y los perjuicios ocasionados a mi representado se le              
deben restituir las cantidades percibidas indebidamente por el demandado incrementadas en el            
interés legal con una indemnización justa por los perjuicios causados según lo que dispone el               
artículo 1.902 del Código Civil como responsabilidad extracontractual del demandado,          
considerando el abuso de procedimiento privilegiado de la Jura de Cuentas, y de todas las costas                
que   se   deriven   del   mismo,   tanto   en   la   primera   como   en   la   segunda   instancia. 

 

Por   todo   lo   anteriormente   expuesto, 

 

SUPLICO AL JUZGADO: Que se tenga por presentado este escrito junto con los             
documentos que lo acompañan y copias de todo ello, se sirva a admitirlo, teniéndome por               
personada y parte en la representación de DON MIGUEL ANGEL GALLARDO y, por             
formulada la demanda de juicio ordinario contra DON JUAN ENRIQUE DE FRUTOS            
ARRIBAS,   solicitando: 

1) Que se declare que los honorarios que el demandado tiene derecho a percibir en virtud               
de su intervención en el PROCEDIMIENTO ORDINARIO 1877/2008 ANTE EL JUZGADO           
PRIMERA INSTANCIA Nº 41 DE MADRID ascienden a únicamente, (1.680 €) MIL            
SEISCIENTOS OCHENTA EUROS más el IVA correspondiente, DEBIDAMENTE        
FACTURADO (insistimos en que facturado y NO minutado porque quien reclama como lo hace              
el   demandado   debe   hacerlo   con   factura   y   no   como   él   pretende   y   se   le   ha   permitido   hasta   ahora). 

2) Que el demandado ha de reintegrar las cantidades que indebidamente hubiera podido            
percibir, así como los intereses legales desde la fecha en que tales cantidades fueron retenidas               
con su enriquecimiento injusto, y se anulen todas las condenas en costas de la jura de cuentas y                  
ejecución   en   primera   y   segunda   instancia. 

3) Que   se   impongan   la   totalidad   de   las   costas   causadas   al   demandado. 

4) Que a la vista de las actuaciones y las pruebas, se determine a cuánto deben ascender                
los honorarios del letrado de oficio demandado considerando cuanto documente o evidencie que             
merece pues es libremente valorable por Su Señoría siendo orientativo y controvertible            
cualquier criterio del ICAM y más aún si ignora una división por 3 al ser 3 quienes fueron                  
demandados. Sí que existen precedentes de abusos descarados y gravísimas negligencias de            
abogados del turno de oficio en perjuicio de quienes tienen el supuesto beneficio de la Justicia                
Gratuita, pero no hemos encontrado ninguna referencia en la jurisprudencia a ningún abuso del              
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privilegio de la Jura de Cuentas remotamente asemejable por su desproporción, es decir, que no               
existe   precedente   alguno   que   conozcamos,   y   la   sentencia   posiblemente   lo   siente. 

PRIMER   OTROSÍ   DIGO:   SOLICITUD   DE    MEDIDAS   CAUTELARES 

Esta parte se ve en la necesidad de solicitar la medida cautelar prevista en el artículo 727.11 de                  
la Ley de Enjuiciamiento Civil consistente en el “ aquellas otras medidas que, para la              
protección de ciertos derechos, prevean expresamente las leyes, o que se estimen necesarias             
para asegurar la efectividad de la tutela judicial que pudiere otorgarse en la sentencia              
estimatoria   que   recayere   en   el   juicio ”. 

En nuestro caso solicitamos que se proceda a suspender la ejecución del Decreto 185/2015              
de 31 de marzo de 2015 del Juzgado de Primera Instancia Nº 41 de Madrid dictado en el                  
Procedimiento   de   Jura   de   Cuentas   1480/2012. 

La   solicitud   de   dicha   suspensión   se   basa   en   los   siguientes   fundamentos: 

PRIMERO.- Respecto al procedimiento a seguir corresponde al establecido en el artículo 728 y              
732   de   la   citada   Ley   de   Enjuiciamiento   Civil. 

SEGUNDO.- La finalidad de la medida cautelar solicitada tal como se deduce del artículo              
726.1.1ª de la Ley de Enjuiciamiento Civil es “ser exclusivamente conducente a hacer posible la               
efectividad de la tutela judicial que pudiera otorgarse en una eventual sentencia estimatoria, de              
modo que no pueda verse impedida o dificultada por situaciones producidas durante la             
pendencia   del   proceso   correspondiente”. 

TERCERO.- Tal como establece el artículo 728 de la Ley de Enjuiciamiento Civil para la               
adopción de las medidas cautelares es necesaria la concurrencia simultánea de los tres siguientes              
requisitos: 

A) PELIGRO EN LA DEMORA DEL PROCEDIMIENTO “PERICULUM IN MORA” El          
artículo 728.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil dispone “Sólo podrán adoptarse medidas             
cautelares si quien las solicita justifica, que, en el caso de que se trate, podrían producirse                
durante la pendencia del proceso, de no adoptarse las medidas solicitadas, situaciones que             
impidieren o dificultaren la efectividad de la tutela que pudiera otorgarse en una eventual              
sentencia   estimatoria” 

En el caso que nos ocupa hay motivos suficientes para considerar que si no se adopta esta                 
medida la sentencia eventual estimatoria que en su día se dicte podría ser ineficaz, puesto que el                 
demandado podría haber cobrado el resto de la cantidad que se le reconoció en el procedimiento                
de Jura de Cuentas y devenir insolvente y no poder restituir dichas cantidades junto con el                
interés legal a mi representado, por lo que queda suficientemente probado el “periculum in              
mora”   para   la   adopción   de   esta   medida. 

B) APARIENCIA DE BUEN DERECHO “FUMUS BONI IURIS”. Respecto al mismo           
establece el artículo 728.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil “El solicitante de las medidas               
cautelares también habrá de prestar los datos, argumentos y justificaciones documentales que            
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conduzcan a fundar, por parte del tribunal, sin prejuzgar el fondo del asunto, un juicio               
provisional e indiciario favorable al fundamento de su pretensión. En defecto de justificación             
documental,   el   solicitante   podrá   ofrecerlas   por   otros   medios” 

Respecto a este requisito los indicios racionales al fundamento de su pretensión se deducen de               
lo fundamentada y justificada que se encuentra la presente demanda, existiendo indicios claros             
de la alta probabilidad de que la misma sea estimada, y de que la ejecución se deriva de un                   
abuso del procedimiento privilegiado de la jura de cuentas, y sobre COSA NO JUZGADA,              
según   el   art.   35.2   de   la   LEC. 

C) PRESTACIÓN DE CAUCIÓN POR EL SOLICITANTE. En lo que se refiere a este último               
requisito hay que remitirse al artículo 728.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil “Salvo que               
expresamente se disponga otra cosa, el solicitante de la medida cautelar deberá prestar caución              
suficiente para responder, de manera rápida y efectiva, de los daños y perjuicios que la adopción                
de   la   medida   cautelar   pudiera   causar   al   patrimonio   del   demandado” 

Mi representado al habérsele reconocido el beneficio de la Justicia Gratuita no está obligado en               
virtud de la Ley 1/1996, de 10 de Enero, de Asistencia Jurídica Gratuita a prestar caución, y                 
además, cuando presentó escrito por PLUSPETICIÓN ya depositó 5.082 euros (CINCO MIL            
OCHENTA Y DOS EUROS) que inmediatamente recibió el demandante para su           
enriquecimiento   personal   ilícito,   sin   cosa   juzgada,   ni   haber   emitido   factura   alguna. 

En   su   virtud, 

SUPLICO AL JUZGADO: Que se tenga por formulada petición de medidas cautelares            
contra el demandado DON JUAN ENRIQUE DE FRUTOS ARRIBAS y se proceda a decretar              
la suspensión de la ejecución del Decreto 185/2015 de 31 de marzo de 2015 del Juzgado de                 
Primera   Instancia   Nº   41   de   Madrid   dictado   en   el   Procedimiento   de   Jura   de   Cuentas   1480/2012. 

SEGUNDO   OTROSÍ   DIGO:    PROPOSICIÓN   DE   PRUEBA 

1º Copia completa y fedatada de todas las actuaciones del Juzgado de 1ª Instancia 41 de Madrid                 
en el P.O. 1877/2008 y de todos y cada uno de los procedimientos derivados del mismo,                
incluyendo la jura de cuentas del demandado Juan Enrique de Frutos Arribas y también los de la                 
de la abogada Ana Caparroz Alonso con sus correspondientes ejecuciones y apelaciones ante la              
Audiencia Provincial. Nótese que hemos solicitado ya todo ello, precisando algunos           
documentos, y no hemos recibido respuesta del Juzgado, ni de la sección 9ª de la Audiencia                
Provincial (que verbalmente, insisten en que no tenemos más opción que demandar en un nuevo               
procedimiento   como   aquí   hacemos),    DOCUMENTO   Nº   1 

2º Copia completa de todos los expedientes que consten en el ICAM relativos a los               
procedimientos judiciales con la tasación de costas y honorarios de ambos letrados del turno de               
oficio, se participa que se ya se entregó copia al Juzgado al existir la posibilidad de que haya                  
errores entre unos y otros que puedan detectarse a la vista de los expedientes completos,               
incluyendo también los correspondientes a la denuncia deontológica y recursos al Consejo de             
Colegios de la Comunidad de Madrid presentados por el demandante contra el demandado, sin              
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perjuicio de que, a la vista de su contestación y del requerimiento previo solicitado, en el día de                  
la Audiencia Previa, sea necesario recabar algún documento más. Nótese que el demandante ya              
se ha dirigido al ICAM para que requiera al demandado y además, para que aporte copia de                 
todos los expedientes que consten en el ICAM, y en especial del expediente 358/2010 el               
Consejo   de   Colegios   de   Abogados   de   la   Comunidad   de   Madrid,   según    DOCUMENTO   Nº   5 

3º Los testimonios del demandado, la abogada que le precedió Ana Caparroz Alonso, los dos               
letrados de la Administración de Justicia del Juzgado de 1ª Instancia 41 de Madrid, Sra. Ugena                
Yustos (actualmente letrada de la A.J. en la Sección 10ª del TSJ de Madrid), y Sr. Atienza, el                  
procurador Miguel Torres Álvarez, y el responsable del departamento de honorarios del ICAM             
Francisco Fernández Ortega, sin perjuicio de que, a la vista de la contestación, sea necesario               
recabar algún testimonio más o informe por el art. 381 de la LEC, o incluso prueba pericial                 
específica, cuyas propuestas nos reservamos para la Audiencia Previa, de encontrarnos con            
oposición   de   contrario   a   las   pruebas   presentadas. 

SUPLICO AL JUZGADO: Que se tenga por hecha la anterior manifestación como proposición             
de   prueba   anticipada   a   la   Audiencia   Previa,   a   los   efectos   legales   oportunos. 

TERCER OTROSÍ DIGO Que se tengan por designados los archivos del Juzgado de Primera              
Instancia Nº 41 de Madrid., de la sección 9ª de la Audiencia Provincial de Madrid, del Iltre.                 
Colegio de Abogados de Madrid ICAM, del Consejo de Colegios de Abogados de la              
Comunidad de Madrid, de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita y del Defensor del              
Pueblo, así como de cualquier otro archivo o registro público que pudiera ser relevante y               
además,   esta   parte   anticipa   su   voluntad   de   ejercer   el   derecho   a   la   prueba   del   art.   381   de   la   LEC. 

SUPLICO AL JUZGADO: Que se tenga por hecha la anterior manifestación a los efectos              
legales   oportunos. 

CUARTO OTROSÍ DIGO: Que esta representación entiende haber cumplido con todos los            
requisitos procesales exigidos en la Ley de Enjuiciamiento Civil que le son aplicables, tanto en               
el fondo como en forma, lo que pongo expresamente de manifiesto al Juzgado de conformidad               
con lo establecido en el artículo 231 del citado cuerpo legal, a fin de que se me conceda plazo                   
para   subsanar   cualquier   error   u   omisión   en   el   que   esta   parte   hubiera   podido   incurrir. 

SUPLICO AL JUZGADO: Que se tenga por hecha la anterior manifestación sobre nuestra             
voluntad   de   cumplir   los   requisitos   exigidos   por   la   ley   a   los   efectos   legales   pertinentes. 

Es   Justicia   que   pido   en   Madrid,   con   firma   digital   fechada. 

Fdo.:                                  Fdo.: 

Dr.   José   Manuel   López   Iglesias Doña   Amaya   Mª   Rodríguez   Gómez   de   Velasco 

Col.   ICAM   60.908  Procuradora   de   los   Tribunales   Col.   ICPM   2.300 

Se   adjuntan   con   esta   demanda   los   documentos   citados 
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DOCUMENTO Nº 1 que consta tanto en el Juzgado como en la Audiencia Provincial, que               
lo   ha   ignorado   por   completo,   y   en    http://www.miguelgallardo.es/sala-errores-copias.pdf  

DOCUMENTO Nº 2 Correspondencia electrónica entre demandado y demandante (4          
mensajes   especialmente   relevantes) 

DOCUMENTO Nº 3 denuncia penal por revelación de secretos y escritos posteriores que             
constan en el Juzgado de Instrucción 22 D.P. Diligencias Previas Proc. Abreviado 979/2011             
en las que el Colegio de Abogados no designó a ningún letrado del turno de oficio pese a                  
tener   concedida   la   Justicia   Gratuita,   como   mi   representado   mantiene   publicado   en  

http://www.miguelgallardo.es/abogadorevelador.pdf  

DOCUMENTO   Nº   4   demanda   de   conciliación   a   la   que   no   se   presentó   el   demandado   en  

http://www.miguelgallardo.es/conciliando.pdf 

DOCUMENTO Nº 5 dirigido a la Comisión de Justicia Gratuita de la Comunidad de              
Madrid, con copia para el Defensor del Pueblo que incluye otro dirigido al ICAM que               
consta   publicado   en    http://www.miguelgallardo.es/jg-documentos-frutos-icam.pdf  

DOCUMENTO Nª 6 dirigido al ICAM que consta publicado en Internet           
http://www.cita.es/icam-errores.pdf  

DOCUMENTO Nº 7 Resolución de 28-03-2016 Autos: 3240/2013 JUZGADO DE          
INSTRUCCION 2 que incluye CERTIFICADO del Letrado de la Administración de           
Justicia Sr. Atienza López, detallando las costas pagadas y cobradas por cada parte, lo que               
por sí mismo evidencia la desproporción de lo reclamado y ejecutado por jura de Cuentas               
sin   factura   ni   cosa   juzgada. 

DOCUMENTO Nº 8 NOTIFICACIÓN DEL DEFENSOR DEL PUEBLO que evidencia          
que el ICAM no contesta a ninguno sus requerimientos y considerando todo lo anterior,              
nos deja abierta la posibilidad de aportar nueva documentación de la que ahora mismo no               
tenemos   copia,   por   lo   dispuesto   en   el   art.   426   de   la   LEC. 

Nótese   que   cada   documento   puede   incluir   algún   otro   relevante   como   “anexo   de   anexo”. 

Todos   los   documentos   adjuntos,   del   1   al   8,   están   disponibles   en 

http://www.miguelgallardo.es/demanda-frutos-documentos.pdf  

y    esta   demanda   también   lo   está    en 

http://www.miguelgallardo.es/demanda-frutos.pdf  
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